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COMPETENCIA FUNCIONAL PARA CONOCER LAS ACCIONES DE TUTELA CONTRA LOS DESPACHOS JUDICIALES. Dice el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000: “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado...”. En este sentido, el superior funcional del juez accionado es el Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, al que compete conocer del asunto de acuerdo con la norma atrás transcrita.
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1. El señor Jhon Fredy García García interpuso acción de tutela contra el Juzgado Primero Civil Municipal con Funciones de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, Direcciones Nacional y Regional, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios y el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal.
2. Encuentra lesionados sus derechos fundamentales en la falta de respuesta a la solicitud que le elevó al citado juzgado, el cual conoce del proceso penal que se adelanta en su contra, en aras de que lo traslade a otro centro de reclusión.

3. Dice el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000: “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado...”.
En este sentido, el superior funcional del juez accionado es el Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, al que compete conocer del asunto de acuerdo con la norma atrás transcrita.

4. Sobre la competencia funcional para conocer tutelas en contra de despachos judiciales, la Corte Suprema de Justicia al declarar la nulidad de lo actuado en la acción de tutela que se promovió contra un Juzgado Civil Municipal de Honda, Tolima y de la que conoció la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, dijo:

“1. Del relato fáctico consignado en el libelo genitor se desprende, sin asomo de duda, la falta de competencia de esta Corporación para tramitar el asunto, pues el auxilio constitucional involucra exclusivamente al Juez Primero Civil Municipal de Honda (…) debiendo conocer de su trámite los jueces civiles del circuito, conforme a lo previsto en el inciso 1º, numeral 2° del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

…

En un caso de similares contornos, conceptuó esta colegiatura:

…

“(…) En ese orden, conforme a lo señalado en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado”, de donde se colige que, quien conoció la presente acción en primera instancia, carecía de competencia para decidirla, en tanto está claro que corresponde a los jueces civiles del circuito tramitar y resolver las tutelas instauradas en contra de los jueces civiles municipales; de ahí que se configure la causal de invalidez prevista en el numeral 2° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil (…)”.

“(…) Por contera, se declarará la nulidad de todo lo actuado a partir del auto que admitió la presente acción, y se ordenará el envío del expediente de tutela a la Oficina de Reparto para que sea asignada entre los juzgados civiles del circuito de Cali, con el fin de que se asuma el conocimiento de la misma en primera instancia (…)”.

…

3. La situación descrita permite la aplicación del canon 138 del Código General del Proceso, en cuanto atañe a los efectos de la declaratoria de falta de competencia, norma extensiva a la acción de tutela en virtud de lo dispuesto en el precepto 4 del Decreto 306 de 1992, reglamentario del 2591 de 1991, el cual prevé la aplicación de los principios generales del Estatuto Procesal Civil para la interpretación de las normas regulatorias de dicho trámite, en cuanto no contraríe sus propias disposiciones .

4. A propósito de esta decisión, conviene citar la providencia proferida por la Sala, por medio de la cual disiente de la tesis de la Corte Constitucional: 

“(…) [L]a Sala hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, (…) esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales. (…) [E]mpero, no comparte su posición respecto a que los jueces no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación (…) del Decreto 1382 de 2000’ (…) [por cuanto] “las reglas en él contenidas son meramente de reparto” (…)”.

“(…) [E]n efecto, e[se] Decreto (…), establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. (…) pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento funcional de determinadas acciones. (…) [De otra parte,] aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido (Auto 304 A de 2007, Corte Constitucional) (…)”.

5. En consecuencia, se declarará la nulidad de lo actuado a partir del auto admisorio de esta demanda de amparo y se dispondrá su remisión inmediata al Juzgado Primero Civil del Circuito de Honda, por ser a quien se le repartió inicialmente ese asunto.”
.

5. Así las cosas, como no es esta Sala competente para conocer de la acción instaurada, se ordenará remitir las diligencias al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal.

6. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1. Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Jhon Fredy García García contra el Juzgado Primero Civil Municipal con Funciones de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, Direcciones Nacional y Regional, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios y el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Santa Rosa de Cabal.
2. Remítanse las diligencias al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal.

3. Notifíquese esta decisión al demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, auto de tutela ATC3058-2016 de 19 de mayo 2016. Magistrado Ponente: Luis Armando Tolosa Villabona. Proceso radicado: 73001-22-13-000-2016-00248-01.


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 6 de febrero de 2015, MP. Margarita Cabello Blanco; del 17 de agosto de 2016, MP. Luis Armando Tolosa Villabona y del 4 de mayo de 2017, MP. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo.
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